BOLETIN N° 1038-10.
INFORME DE LA COMISION DE RSLACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO RELATIVO AL "CONVENIO DE TRANSPORTE ÁEREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE NUEVA ZELANDIA".

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional titulado "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelandia", suscrito en Wellington, el 1 de diciembre de 1992, y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, con urgencia calificada de "simple" por S.E. el Presidente de la República, mediante oficio del cual se dio cuenta en la Sala en la sesión del 28 de septiembre de 1993.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES.
Como una introducción al análisis del tratado en trámite, nos ha parecido útil proporcionar informaciones generales sobre Nueva Zelandia y las relaciones bilaterales.

1.‑ Nueva Zelandia es un estado de Oceanía, cuya superficie es de 270.534 kilómetros cuadrados, con tres millones cuatrocientos mil habitantes, aproximadamente: de los cuales la mayor parte desciende de ex colonos ingleses; 12,4$ son maoríes (indígenas) y 3,5% son polinésicos provenientes de las islas del Pacífico. E1 84$ de la población es urbana, y el ingreso per cápita es de US$ 11.725; su producto geográfico bruto de US$ 42.000.000.000, y sus reservas internacionales de US$ 3.104.000.000 (1992).

Su forma de Gobierno es el de una monarquía constitucional, en la que el Jefe del Estado es la Reina Isabel II, representada por la Gobernadora General señora Catherine Tizard, y el Jefe de Gobierno es el Primer Ministro, nombrado por la mayoría del Parlamento, actualmente el señor James Brendan. E1 estado es unitario y su Parlamento unicameral, integrado por 97 miembros elegidos por 3 años, entre ellos, cuatro son representantes de la población maorí.

En las comunicaciones oficiales que los Gobiernos intercambian en sus relaciones bilaterales emplean el nombre de Nueva Zelandia, como también lo hacen en el texto del tratado en informe. Lo mismo ocurre con otros países latinoamericanos. Cabe señalar, no obstante, que la denominación aceptada por la Real Academia de la Lengua Española es el de Nueva Zelanda.

2.- E1 intercambio comercial chileno-neocelandés al año 1992, ascendió a US$ 22.338.000, de los cuales US$ 4.706.000 correspondieron a exportaciones chilenas y US$ 17.632.000 a importaciones chilenas.
Los principales productos chilenos de exportación a Nueva Zelandia son: harina de pescado, uvas, pasas, productos del mar congelados y en conserva, confites, pasas de fruta, tejidos y vinos. Las principales importaciones desde Nueva Zelandia son productos lácteos, semillas forrajeras, aluminio, maquinaria pesada y coseínas.

A partir de 1984, se observa una corriente de inversiones neocelandesas hacia Chile, tanto a través del decreto ley Nº 600, de 1974, como del capitulo XIX, del Compendio de Normas de Cambios Internacionales del Banco Central, relativo a inversiones con títulos de deuda externa, transformándose en el componente más dinámico de la relación con Nueva Zelandia.

E1 interés por aprovechar oportunidades financieras existentes en nuestro país y de efectuar transferencias tecnológicas a Chile en aquellas áreas de mayor desarrollo, ha permitido que Nueva Zelandia sea el tercer inversionista en nuestro país, después de Estados Unidos e Inglaterra, según nos ha informado el Ministerio de Relaciones Exteriores.

A través del capítulo XIX, entre 1985‑1991, las inversiones neocelandesas alcanzaron a US$ 378,7 millones, cifra que representa el 10,48 del total autorizado. E1 principal destino de esa inversión ha sido la silvicultura, con un 78$; la pesca extractiva, con un 15,6$, y, en menor medida, el sector agrícola y la industria maderera.

Respecto de la inversión a través del decreto ley Nº 600, de 1974, Nueva Zelandia registra una inversión autorizada de US$ 400 millones, cifra que representa el 1,9$ del total autorizado a los países inversionistas. La inversión materializada alcanza a US$ 360,6 millones, equivalente el 4,4$ del total materializado por el resto de los países.

Su principal destino se ha concentrado en la minería (77,2$) y en menor medida en la industria (17,5$).


Pues bien, para favorecer el desa-rrollo de las relaciones comerciales chileno-neocelandesas se estima de vital importancia mejorar los servicios de transporte entre ambos países. Es así como el Presidente de la República señala en su mensaje concerniente al tratado en informe, que este instrumento internacional constituye un valioso respaldo a las operaciones de las empresas chilenas, el que se enmarca, a su vez, perfectamente dentro de la política del Gobierno, de apertura en el ámbito del transporte nternacional.

II.- RESEÑA DEL TRATADO EN INFORME.
Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final de este informe, consta de una parte preambular, en la que los Gobiernos formulan diversas declaraciones sobre los propósitos que los llevan a firmar el tratado, y de una parte dispositiva, compuesta de 18 artículos y de 2 anexos: el primero, relativo al "Cuadro de Rutas", y el segundo a los "Servicios Aéreos de Fletamiento".
De acuerdo a lo declarado en el preámbulo, este tratado persigue los propósitos siguientes:
a) Promover un sistema de transporte aéreo internacional basado en la competencia entre líneas aéreas en el mercado, con un mínimo de interferencia y reglamentación gubernamental;

b) Facilitar la expansión de las oportunidades en el transporte aéreo internacional;

c) Hacer posible que las líneas aéreas ofrezcan a los usuarios y embarcadores una variedad de opciones de servicios a los precios más bajos, innovadores y competitivos, que no sean discriminatorios ni de carácter predatorio y que no representen un abuso de una posición dominante, y

d) Garantizar el grado más elevado de seguridad en el transporte aéreo internacional.

Para alcanzar tales propósitos, los Gobiernos de Chile y de Nueva Zelandia, en adelante las "Partes Contratantes", en los 18 artículos del tratado bilateral o Convenio de Transporte Aéreo, acuerdan, fundamentalmente, lo siguiente:

En el artículo 1 definen diversos términos y expresiones de uso frecuente en el articulado del Convenio. Entre ellas, la de "Autoridades Aeronáuticas". A1 tenor de estas disposiciones, la autoridad nacional que intervendrá en el cumplimiento de este tratado, como ocurre en todos los tratados

internacionales que regulan el transporte aéreo internacional, será la Junta de Aeronáutica Civil (letra a)).
En el artículo 2, relativo a la concesión de derechos, cada Parte Contratante concede a la otra Parte, para la prestación de servicios aéreos internacionales, los derechos de volar a través del territorio nacional sin aterrizar; de hacer escalas en el territorio nacional para fines no comerciales, y el de hacer escalas en cualquiera de las rutas especificadas en el Cuadro de Rutas.

Se precisa que las líneas aéreas de una Parte Contratante no tendrán derecho de participar en el transporte aéreo entre puntos dentro del territorio de la otra Parte.

Pero, por otro lado, se les reconoce el derecho de utilizar todas las aerovías, aeropuertos y otras facilidades en el territorio de la otra Parte, sobre bases no discriminatorias.

Respecto de los tratados bilaterales que lo han precedido, en este se agrega una norma en virtud de la cual las Partes contraen el recíproco compromiso de facilitar la continuación de la operación del servicio en sus rutas normales, mediante una readecuación provisoria, cuando las líneas aéreas se encuentren imposibilitadas de operar en dichas rutas como consecuencia de conflictos armados, disturbios o problemas políticos, circunstancias especiales o inusuales (N2 4 del artículo 2).

En el artículo 3, relativo a la designación y autorización, se otorga a cada Parte el derecho a designar tantas líneas aéreas como desee para realizar transporte aéreo internacional entre los dos países y de retirar o alterar tales designaciones e impone a las autoridades aeronáuticas el deber de otorgar, sin demora, la autorización de operación correspondiente a las líneas aéreas designadas.
Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades aeronáuticas, la Junta de Aeronáutica Civil en el caso de Chile, podrán exigir que la línea aérea demuestre que está calificada para cumplir con las condiciones legales y reglamentarias respectivas para la operación de servicios aéreos comerciales internacionales, de conformidad con la Convención sobre Aviación Civil Internacional

Además, cada Parte Contratante tendrá derecho de negarse a aceptar la designación o de imponerle a la línea aérea respectiva las condiciones que estime necesarias para el ejercicio de los derechos a operar en los términos del Convenio, en cualquier caso en que no esté convencida que la propiedad substancial y el control efectivo de dicha aerolínea se encuentran en manos de la Parte que las designó o de sus nacionales.

En tales casos y cuando la línea no cumpla con la legislación aplicable a la operación y navegación aérea, las Partes Contratantes se reservan en el artículo 4, el derecho de revocar, suspender o limitar las autorizaciones de operación o los permisos técnicos de una línea aérea designada por la otra Parte.

E1 artículo 5 obliga a las líneas aéreas a cumplir las leyes y reglamentos relativos a la operación y navegación durante la permanencia o salida del territorio nacional, así como la concerniente a la admisión o salida del país de los pasajeros, tripulación o carga del avión; normativa que las autoridades aeronáuticas deberán aplicar sin hacer distinción de nacionalidad de la aeronave.

Los artículos 6 y 7 contemplan diversas normas tendientes a resguardar la seguridad del transporte aéreo. En el primero de estos preceptos, las Partes Contratantes se comprometen a aceptar como válidos los certificados de aeronavegabilidad y de competencia y las licencias expedidas o convalidadas por la otra Parte, a condición de que respondan a las normas mínimas exigibles en virtud de la Convención sobre Aviación Civil Internacional, de 1944, de la cual ambos países son Estados Partes.

En el segundo de los artículos señalados, las Partes Contratantes se comprometen a proteger, en su relación mutua, la seguridad de la aviación civil contra actos de interferencia ilícita, conforme a sus derechos y obligaciones derivados del Derecho Internacional, el que se declara formar parte integrante del Convenio en informe. Particularmente, se obligan a actuar de conformidad con las disposiciones del Convenio de Tokio sobre las Infracciones y ciertos Actos Cometidos a Bordo de las Aeronaves; el Convenio de La Haya para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, y el Convenio de Montreal para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, todos vigentes en nuestro país como ley de la República, en virtud de su promulgación por los decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores N°s. 711, de 1974; 147, de 1972, y 736, de 1975, respectivamente.

También se comprometen a regirse por las disposiciones sobre seguridad establecida por la Organizaciún de la Aviación Civil Internacional (OACI) en los anexos de la Convención sobre Aviación Civil Internacional.

El artículo 8 se refiere a las oportunidades comerciales. Sus normas otorgan facilidades para el desarrollo de las actividades propias de una línea aérea internacional en el otro país. Es así como se les autoriza para establecer oficinas para la promoción y venta de transporte aéreo: se les permite traer al país personal administrativo, técnico operacional, de ventas y otro personal especializado; se les faculta para encargarse de sus propios servicios de tierra en el territorio de la otra Parte Contratante o, si lo prefiere, para efectuar una selección entre agentes competidores para llevar a cabo estos servicios.

Por otro lado, se les autoriza para dedicarse a la venta de transporte aéreo en el territorio nacional directamente o a través de sus agentes, y, finalmente, se les permite remitir a sus oficinas principales los ingresos obtenidos en el territorio nacional, conforme a las reglas de cambios internacionales.

E1 artículo 9 contempla en favor de las operaciones de transporte aéreo internacional que se efectúen al amparo de este Convenio las franquicias siguientes:

a)Las aeronaves, su equipo regular, piezas de repuesto, abastecimientos de combustibles, lubricantes y provisiones de la aeronave (incluyendo comida, bebidas y tabacos) a bordo de tal aeronave, estarán exentas de todos los derechos de aduana, honorarios de inspección y otros derechos o impuestos al llegar al territorio de la otra Parte Contratante; es decir, del territorio nacional cuando se trate de aeronaves neocelandesas; con la condición de que los equipos y suministros indicados permanezcan a bordo de la aeronave hasta el momento en que sean reexportados (Nº 1),y
b) Los suministros de la aeronave embarcados en el territorio nacional para el consumo a bordo de la aeronave; los repuestos ingresados al país para la mantención o reparación de la aeronave utilizada por la línea o líneas aéreas designadas por la otra Parte, y los combustibles y lubricantes, destinados al abastecimiento de la aeronave operada por las líneas aéreas designadas también estarán exentos de derechos e impuestos, con excepción de los cargos correspondientes al servicio prestado (Nº 2).

E1 artículo 10 dispone que los cargos al usuario de los servicios aéreos regulados por este Convenio, que impongan los organismos impositivos competentes a las líneas aéreas de la otra Parte Contratante deberán ser justos, razonables y no discriminatorios. Para tales efectos, se efectuarán los intercambios de información que sean necesarios para permitir un examen minucioso que determine si los cargos son razonables.

E1 artículo 11 compromete a las Partes Contratantes a dar a las líneas aéreas designadas una oportunidad justa y equitativa de competir en el transporte aéreo internacional bilateral, conforme a la capacidad de transporte que cada línea determine y sobre la base de las demandas del mercado (N°s. 1 y 2).

Ninguna de las Partes Contratantes podrá limitar unilateralmente el volumen del tráfico, la frecuencia o regularidad del servicio, o el tipo o los tipos de aeronaves explotados por las líneas aéreas designadas de la otra Parte Contratante, salvo cuando sea necesario por razones aduaneras, técnicas, operacionales o ambientales, de acuerdo a condiciones uniformes compatibles con las normas que la Convención sobre Aviación Civil Internacional contempla en su artículo 15 para asegurar el uso de los aeropuertos, sus instalaciones y servicios por el transporte aéreo internacional (Nº 3).

A fin de garantizar la participación de las líneas aéreas designadas en el transporte aéreo internacional bilateral, el Convenio obliga a los Gobiernos a eliminar cualquier forma de discriminación o prácticas de competencia desleal que tenga efecto adverso sobre la posición competitiva de las líneas aéreas de la otra Parte Contratante (Nº 4).

El artículo 12 permite a cada línea aérea designada fijar tarifas para el transporte aéreo, basadas en consideraciones comerciales de mercado, correspondiéndole intervenir a los Gobiernos de las Partes Contratantes sólo en los casos siguientes:
a)
Para impedir prácticas o tarifas discriminatorias o predatorias;

b) Para proteger a los consumidores respecto a tarifas excesivamente altas o restrictivas que se originen del abuso de una posición dominante, y

c) Para proteger a las líneas aéreas respecto a tarifas artificialmente bajas derivadas de un apoyo o subsidio gubernamental directo o indirecto.

Ninguna de las autoridades aeronaúticas podrá actuar unilateralmente a fin de impedir la introducción de cualquier tarifa que se proponga cobrar o que cobre una linea aérea designada de cualquiera de las Partes Contratantes (Nº 2).

No obstante, ellas podrán requerir que se les notifique o registre las tarifas, desde o hacia su territorio. Si las consideran incompatibles con las reglas del mercado deberán manifestar formalmente su disconformidad, tan pronto como les sea posible; después de lo cual podrán solicitar las consultas gubernamentales pertinentes. Es importante destacar que si estas consultas concluyen sin acuerdo, la tarifa que las provocó no podrá entrar o continuar en vigor (N°s. 3 y 4).

E1 artículo 13 se refiere a las consultas que se podrán celebrar para tratar materias relativas al Convenio y sus anexos y fijar los procedimientos a seguir para la modificación de estos instrumentos.

E1 artículo 14 se refiere al arreglo de las controversias que podrían surgir entre las Partes Contratantes sobre la interpretación o aplicación del Convenio. Para tal efecto, en primer lugar, deberán tratar de solucionarlo mediante negociaciones directas, y si no llegaren a un arreglo por esa vía, podrán acordar someter la discrepancia a la decisión de un tribunal arbitral, cuya decisión las Partes se comprometen a acatar, cualquiera que ella fuere (N°s. 1, 2 y 3).
Si no se acatare tal decisión, la Parte Contratante afectada podrá limitar, impedir o revocar cualquier derecho o privilegio que haya sido otorgado en virtud del Convenio (Nº 4).

E1 artículo 15 regula los procedimientos que permitirán a cualquiera de las Partes dar por terminado el Convenio.

El artículo 16 establece que si entra en vigor un acuerdo multilateral aceptado por ambas Partes Contratantes, con respecto a cualquier asunto a que se refiera el Convenio, éste se modificará conforme a las disposiciones de dicho acuerdo.

E1 artículo 17 ordena que este Convenio y sus enmiendas futuras sean registradas en la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI).

E1 artículo 18 señala que este instrumento entrará en vigor en la fecha del intercambio de notas, indicando que todos los procedimientos internos necesarios han sido completados por ambas Partes Contratantes.

Finalmente, el Anexo I fija, fundamentalmente, las rutas que podrán utilizar las líneas aéreas en el transporte aéreo internacional.

Las líneas aéreas chilenas podrán utilizar la vía Papeete y Rarotonga hacia Auckland y otro punto a ser nominado en Nueva Zelandia.

Las líneas aéreas neocelandesas: desde Nueva Zelandia, la vía Papeete y otro punto a ser nominado, hacia Santiago (con escala opcional en Isla de Pascua) (letras A y 8 de Sección 1).

Además, establece que cada una de las líneas aéreas designadas podrá, en cualquiera o todos sus vuelos, a su elección, explotar vuelos en una o ambas direcciones: servir puntos en las rutas en cualquier orden y omitir escalas en cualquier punto o puntos fuera del territorio de la Parte Contratante que haya designado a la línea, sin perder derecho a llevar tráfico que de otra forma sea permisible en virtud de este Convenio (Sección 2).

Asimismo, estatuye que en cualquier tramo o tramos internacionales de las rutas fijadas, una línea aérea designada podrá efectuar transporte aéreo internacional sin ninguna limitación en cuanto al cambio, en cualquier punto de la ruta, del tipo o número de aeronaves explotadas, siempre que en la dirección de salida, el transporte más allá de dicho punto sea una continuación del transporte desde el territorio de la Parte Contratante que haya designado la línea aérea y, en la dirección de entrada, el transporte al territorio de la Parte Contratada que haya designado a la línea aérea sea una continuación del transporte desde dicho punto (Sección 3)."
Por su parte, el Anexo II, se refiere a los Servicios Aéreos de Fletamiento, autorizando sus modalidades en las secciones 1 y 2.

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.
A. Personas escuchadas y decisión de aprobar el Convenio.
Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión escuchó al señor José Luis Moure, Presidente Ejecutivo de LAN Chile S.A., quien manifesté, en lo sustancial, que el propósito de este Convenio es prolongar en el tiempo el desarrollo del tráfico aeronáutico en un área de tanta proyección como es la del Pacífico Sur. Hizo notar que en esta ruta, tan compleja y difícil de atender en los puntos de destino, ha sido atendida, principalmente, en los últimos 30 años, por LAN Chile. Sostuvo, además, que esta es una ruta alternativa para los países del Cono Sur de América, especialmente en los viajes a Australia y Nueva Zelandia, donde las colonias de chilenos residentes han adquirido progresiva importancia.
Manifestó que el Convenio se enmarca en los principios que tanto las Autoridades Nacionales como los transportadores chilenos han estado sustentando: la libertad de mercado y la no existencia de cláusulas de doble aprobación en temas tarifarios. A su juicio, el mérito del Convenio es establecer una cláusula tarifaria de simple desaprobación, lo que significa que las compañías aéreas y las Autoridades podrán tener injerencia en estas materias cuando las tarifas tengan carácter predatorio, ya sea porque estén bajo los costos y revistan un carácter de dumping o cuando estén muy elevadas y perjudiquen al consumidor.
Destacó que este acuerdo bilateral consagra la múltiple designación de empresas; es decir, no solamente habrá un carrier, sino que permite el multicarrier. Por último, hizo notar que el resto de las cláusulas son de común aplicación internacional y que los cuadros de rutas que se contemplan son razonables.

Vuestra Comisión también recibió la opinión escrita del señor Presidente Ejecutivo de LADECO, don José Luis Ibáñez Santa María, en la que se formulan proposiciones para enmendar algunas disposiciones del Convenio que no es posible acoger, dado que el artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política sólo permite al Congreso Nacional aprobar o rechazar los tratados internacionales.

E1 estudio practicado por vuestra Comisión muestra que nuestro país ha celebrado, en tiempo reciente, con Singapur, Francia, Israel y Uruguay, convenios análogos al que os hemos informado en este acto, todos vigentes en el orden interno, en virtud de su promulgación por los decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores N°s. 767, de 1981; 291, de 1982, y 176 y 35, de 1983.

Además de lo señalado, en el seno de vuestra Comisión hubo consenso en compartir los antecedentes de mérito expuestos en el mensaje; particularmente la conveniencia de consolidar la extensión de la ruta del Pacífico Sur, como un respaldo a las operaciones de las empresas chilenas que han accedido a los mercados de Asia y Oceanía.

Por lo expuesto, más las consideraciones que podrá agregar el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latino-americana, acordó, por unanimidad, recomendar a la H. Cámara que apruebe el "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelandia", suscrito en Wellington, capital de Nueva Zelandia, el 1 de diciembre de 1992.

B. Texto del proyecto de acuerdo 

aprobado por la Comisión.

Para los efectos de aprobar el Convenio, vuestra Comisión os propone adoptar el proyecto de acuerdo con modificaciones formales que obedecen, principalmente, a la conveniencia de citar el tratado, en el artículo único, por el nombre que le dieron los Gobiernos al suscribirlo, según consta en el texto oficialmente autorizado cuya copia adjuntamos a este informe.

E1 texto del artículo único que propone vuestra Comisión es el siguiente:

"Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelandia", suscrito en la ciudad de Wellington , el 1 de diciembre de 1992.".

C. Constancia reglamentaria.
Para los efectos de los N°s. 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento, se consigna que este tratado internacional no contiene disposiciones de rango orgánico constitucional o de quórum calificado ni artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


D. Designación de Diputado Informante.

Se designado Diputado Informante al H. Diputado don JORGE PIZARRO SOTO.

Acordado en las sesiones de los días 10, 17 y 31 de agosto, y 7 y 28 de septiembre de 1993, con la asistencia de los señores Diputados Pizarro soto, don Jorge (Presidente de la Comisión): Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Horvath Kiss, don Antonio: Le Blanc Valenzuela, don Luis; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio: Ribera Neumánn, don Teodoro, y Rocha Manrique, don Jaime.
SALA DE LA COMISIÓN, a 28 de septiembre de 1993.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión
